ACCESO A SERVICIOS PÚBLICOS DE POBLACIÓN SORDA Y SORDOCIEGA/ Vulneración del derecho colectivo al carecer la entidad bancaria de señales lumínicas e intérprete

“(…) se debe analizar de manera objetiva si las condiciones en que la accionada presta el servicio a las personas con limitaciones visuales y auditivas se realizan en iguales circunstancias que a los demás usuarios. Ese es el sentido en que se estudia la vulneración, desde el punto de vista objetivo, y como quedó plenamente demostrado que no existen empleados o funcionarios con la idoneidad legal para atender a esta clase de personas, ni avisos para su orientación, la vulneración de los derechos colectivos está más que acreditada.
(…) de los apartes transcritos de la Ley 982 de 2005, se concluye que en verdad dicha norma estableció claramente la obligación perentoria, no sólo para las entidades estatales de cualquier orden, sino también para las empresas prestadoras de servicios públicos, las instituciones prestadoras de salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y, en general, las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, a fin de garantizar a las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, el acceso a todos los servicios que como ciudadanos les confiere la Constitución, en primer lugar, a la incorporación paulatina de programas de atención al cliente con plena identificación del lugar o lugares en los que pueden ser atendidas las personas con esta clase de discapacidad y del servicio de intérprete y guía intérprete; y en segundo lugar, la adopción de señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para el reconocimiento por dicha población en las instituciones prestadoras de salud.”
LIQUIDACIÓN DE COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO/ Trámite que corresponde al juzgado de primera instancia de conformidad con el Código General del Proceso, así la apelación se haya tramitado con el código anterior, al tratarse de una actuación independiente del recurso
“(…) un recurso interpuesto bajo la égida de la norma anterior, se someterá a esa regulación hasta el momento en que se resuelva, esto es, hasta cuando el funcionario respectivo dicte o profiera la decisión que corresponda; con ello cumple su ciclo, pues a partir de ese justo momento, tiene plena operancia la regla de la vigencia inmediata y futura de la nueva ley, para todos los efectos que de la decisión se desprendan. (…)

(…) incluir agencias en derecho en la providencia que en vigencia de la nueva ley resuelva un recurso, implicaría para el juez de circuito o el magistrado respectivo, haber iniciado una actuación diferente, que es la de la liquidación de costas, que, no cabe duda, comienza con esa tasación. Y si la inicia, debe terminarla, y hacerlo así desconocería que, como cuestión autónoma, tal liquidación sufrió una variación radical en el proceso, al punto de que se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia (…)” 
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 4 de octubre de 2010 -rad. 11001020300020100162700-; Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, sentencia de 7 de diciembre de 2015 -rad. 66001310300420140016201-; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 22 de septiembre de 2007 -rad. 52001233100020040009201-.
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Acta N° 127 de marzo 15 de 2016
                                           Decide la Sala el recurso de apelación que contra la sentencia del 13 de agosto de 2015, proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, interpuso la entidad accionada, en esta acción popular que Javier Elías Arias Idárraga promovió frente a la EPS CAFESALUD, sucursal de ese municipio. 




ANTECEDENTES





A nombre propio, acudió a la acción popular Javier Elías Arias Idárraga contra la EPS CAFESALUD sucursal de Apía. Adujo en su escrito que las instalaciones donde presta los servicios la entidad de salud carecen de un “… profesional interprete y guía interprete de planta permanente, como tampoco cuenta con señales luminosas, sonoras, avisos visuales”, con lo que viola la Ley 982 de 2005, que en su artículo 8° manda a las entidades gubernamentales y no gubernamentales que presten servicios públicos a adecuar sus instalaciones y brindar todas las ayudas necesarias para las personas con discapacidad auditiva y visual. 

  



Dicha omisión, señala, vulnera los derechos colectivos contenidos en los literales m), d) y l) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998. 

   



Pidió, en consecuencia, que se le ordenara a la entidad de salud contratar “…a un profesional interprete y guía interprete para personas ciegas y sordociegas…” y señalizar de manera clara el sitio donde aquella población podrá ser atendida por los especialistas y que se condenara al Banco a pagar las costas y agencias en derecho. 





Admitida la demanda el 27 de abril de 2015, se dispuso el traslado a la entidad accionada y la notificación al Ministerio Público y a la Defensoría del Pueblo; igualmente informar a la comunidad sobre el inicio de la acción. 





Luego de que el juzgado dejara claro que no era necesario requerir a la demandada para que presentara los informes señalados en el artículo 199 del C. de P. Civil, tal como lo solicitaba el actor mediante recurso de reposición
, la entidad de salud contestó la demanda
 para referirse a los hechos, oponerse a las pretensiones y presentar algunas excepciones que nominó “ausencia de derecho colectivo presuntamente vulnerado”, “el inmueble que señala el usuario no es de propiedad de CAFESALUD EPS”, “falta de legitimación en la causa por pasiva – el Estado ostenta el poder de legislar y reglamentar la normatividad que aduce el demandante y no las EPS”, “de la errada interpretación de lo establecido en la ley 982 de 1998 – por ausencia de reglamentación.” y “el accionante aduce el incumplimiento de derecho e intereses colectivos pero no prueba la vulneración de los mismos.”, las cuales se encuentran basadas, principalmente, en el hecho de que no existe claridad en el derecho colectivo que se dice vulnerado, ni mucho menos se demuestra violación alguna; además, la Ley 982 de 2005 no ha sido reglamentada y es el Estado el que tiene la facultad de legislar en este sentido, teniendo en cuenta que la entidad de salud accionada no es propietaria del inmueble donde se encuentran sus instalaciones y, por lo mismo, no puede hacer ninguna adecuación. 
  



Se convocó a la audiencia de pacto de cumplimiento a la que, como ya es costumbre, no acudió el accionante; decretadas las pruebas, se ordenó la práctica de una inspección judicial e interrogatorio con el actor, diligencias a las que no asistió. Evacuado un testimonio y surtido el traslado para alegar de conclusión, término que transcurrió con el pronunciamiento de ambas partes
, se dictó sentencia de primer grado que accedió a las súplicas del actor popular. 

  



Para resolver así, el funcionario hizo un despliegue sobre la naturaleza preventiva de la acción popular, el tratamiento especial de que son sujeto las personas con disminuciones físicas, sensoriales y psíquicas, la vulneración de sus derechos cuando no existen señales sonoras y auditivas en las edificaciones donde funcionan establecimientos públicos, y con todo ello descendió al caso concreto en el que halló que la entidad de salud accionada “…no ha cumplido con las disposiciones legales para permitir el acceso de las personas ciegas, sordas, sordo ciegas al servicio público de atención a la salud que ofrece en el Municipio de Apía Risaralda, para que a dicha población les llegue dicho servicio de manera eficiente y oportuna, pues no cuenta con señalización, avisos o información visual ni con el servicio de interprete y guía intérprete para esa población…”   Así mismo, luego, del estudio pertinente, declaró no probadas las excepciones presentadas por CAFESALUD.
                                          
No quedó conforme la parte demandada e hizo descansar sus réplicas en que no está demostrado en el plenario la existencia de población discapacitada que requiere del servicio de interprete o guía interprete solicitado, ni de las ayudas visuales, teniendo en cuenta los criterios de razonabilidad y necesidad de contar con dicho personal de manera permanente, para lo cual trae unos conceptos de los Ministerios de Salud y TIC en ese sentido; además, la Ley 982 de 2005 no ha sido implementada ni desarrollada por el Estado por lo que no es de aplicación inmediata. Finalmente, alega ausencia de motivación de la sentencia y la temeridad en la que ha actuado el actor al presentar esta clase de acciones en varios municipios del departamento. 
   



En esta instancia, interviene la entidad accionada que pide, con los mismos argumentos expuestos en el recurso, revocar el fallo constitucional.
. Igualmente, el actor popular presenta escrito solicitando que se confirme el fallo impugnado con la respectiva condena en costas
.
  



CONSIDERACIONES

    



Antes de abordar el fondo del asunto, conviene precisar que aunque en este asunto no se cumplió cabalmente con la información a la comunidad, en los términos del artículo 21 de la Ley 472, por cuanto el aviso (f. 12, c. 1), difundido en la Alcaldía, en algunas parroquias y en el canal local comunitario (fs. 18, 19, 20 y 50, c. 1), no especifica el objeto de la acción popular para que los eventuales beneficiarios de la misma pudieran intervenir como coadyuvantes, lo cual ya se ha hecho notar por esta Sala en otros eventos
, deficiencia que se traduciría en la causal de nulidad señalada en el numeral 8 del artículo 133 del Código General del Proceso, en el caso de ahora no se declarará, por cuanto, a pesar del vicio, no se puede entender vulnerado el derecho de defensa de terceros interesados, dado que las pretensiones de la demanda fueron reconocidas a favor de la comunidad en general, con lo cual, no se causó ningún agravio, cuyo remedio es la razón de ser de ese mecanismo procesal, si bien, como se verá, será prohijado el fallo. 
  



Entrando en lo que es objeto de alzada, se recuerda que las acciones populares para la protección de intereses colectivos fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrolló aquella norma y dispuso que tales acciones “(…) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivo, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible…”, y proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem).

Valga acotar que la legitimación de las partes en este asunto no se remite a duda, porque, contrario a lo que alega la accionada en su escrito de impugnación, el demandante la tiene en virtud de lo dispuesto por el numeral 1º del artículo 12 de la citada ley, que señala que se encuentra legitimada en la causa por activa toda persona natural o jurídica, además de las organizaciones y entidades públicas que allí se mencionan; situación que se presenta en este proceso respecto al actor que como persona natural tiene derecho sin que sea necesaria la comparecencia de los demás afectados con la vulneración endilgada, ni que resida en el lugar y menos aún que se presente un litis consorcio necesario, pues debe recordarse que el actor representa a toda la comunidad, situación que lleva a la conclusión de que su actuar es legal, y por lo mismo no se puede hablar de mala fe por el simple hecho de presentar acciones constitucionales. 
Al respecto, el Consejo de Estado ha dejado claro que 

“De conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la ley 472 de 1998 que desarrolló el artículo 88 de la Constitución, la defensa de los derechos colectivos puede hacerla cualquier persona natural o jurídica, sin que deba probar ningún interés particular o el hecho de residir en el lugar donde se amenazó o vulneró el derecho o interés colectivo. Para arribar a esta conclusión, basta con remitirse al contenido del artículo referido, que en su numeral 1º comienza por señalar como titular de la acción popular, a cualquier persona natural o jurídica, nacional o extranjera, sin exigir la acreditación del interés del actor, en el derecho cuya protección se reclama. Puede deducirse de la ley, como lo ha dicho esta Sección, que “dado que con la acción popular se pretende la defensa de derechos que no pertenecen a personas individualmente consideradas, aunque su vulneración en ciertos casos puede llegar a afectar intereses o derechos particulares, no hay ninguna razón jurídica para exigir que el actor acredite un interés concreto para demandar, pues se reitera, con la acción popular se pretende la protección del derecho en sí mismo y no el restablecimiento de intereses particulares.” En conclusión, cualquier persona está facultada para iniciar acciones populares, sin que sea procedente la exigencia de la legitimación en la causa por activa, dada la naturaleza de este tipo de acción,…”
 

Igualmente, la entidad demandada se encuentra legitimada por pasiva
, ya que tiene abierto el establecimiento de salud respecto del cual se afirma que causa el agravio común, hecho que fue discutido por la EPS  en el sentido de que es el Estado quien ostenta el poder de legislar y reglamentar sobre la Ley 982 de 2005, pero que, como más adelante se dirá, dicha disposición no requiere de regulación alguna.
 
Dejando claro lo anterior, con la pretensión constitucional puede inferirse que lo que se busca es la preservación para la población con discapacidad auditiva y visual de su atención y acceso efectivo a los servicios que la entidad demandada ofrece en sus instalaciones físicas en el Municipio de Apía; y para tal fin se invocaron varias normas, entre ellas, el artículo 8° de la Ley 982 de 2005 y los literales d), j), l) y m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998. 

   



La primera Ley contiene “normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones” y su artículo 8° expresamente señala que: 

  


“ARTÍCULO 8o. Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

   


De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”

La segunda Ley, que regula las acciones populares, señala en su artículo 4° algunos de los derechos colectivos susceptibles de protección, entre ellos, “d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, “j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna”, l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente y “m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes” 

Lo que discute en este asunto el demandante, de manera concreta, es que en las instalaciones físicas de la entidad de salud demandada ubicada en el Municipio de Apía, no se dispone de intérpretes y guías intérpretes, ni mucho menos con señales luminosas, sonoras o avisos, para atender a las personas con discapacidad auditiva o visual, es decir, que no se cumplen las condiciones de los artículos 14
, 15
, 25
 y 26
 de la Ley 982 de 2005.

Si a ello se reduce la cuestión, con la inspección judicial practicada y la declaración allí evacuada queda claro, tal como acertadamente lo consideró el juez a-quo, que la entidad de salud demandada no ha cumplido con la carga que le impone la ley para asegurar a las personas con discapacidad auditiva y visual las aludidas ayudas.

En efecto, en la diligencia de inspección al establecimiento de salud se hizo una descripción del local, sin que este cuente con personal, señales luminosas o algún elemento especial para la atención de personas discapacitadas
. Y de la declaración que rindió la representante legal a nivel Municipal de CAFESALUD, Luz Clemencia Jiménez Ruiz
, nada dice sobre contar con personal idóneo para la atención de los discapacitados; simplemente informa que “…la asistencia de esta población a esta oficina nunca se ve, ya que sus vueltas o trámites son solicitadas por acudientes.”, que existen tres afiliados en situación de discapacidad y hasta la fecha no han recibido ninguna clase de capacitación para la atención de esta población, “…pero ya la empresa está en gestión para capacitarnos en el manejo de lenguaje braille y lenguaje de señas.” Finalmente agrega que la oficina que administra no cuenta con señales luminosas o sonoras para el apoyo de las personas discapacitadas. 
Hay que destacar que para una persona que se encuentra en circunstancias de debilidad manifiesta dada su discapacidad (sordas, sordociegas e hipoacúsicas), es muy importante que al momento en que estos acudan a un establecimiento como la aquí accionada, sean atendidos en un lugar donde exclusivamente puedan ser ilustrados plenamente por un funcionario o empleado que interprete su lengua de señas, así como poder contar con señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para el reconocimiento de las personas sordas y ciegas, pues con ello se contribuye a respetar su dignidad y valorar el aporte que en un momento dado pueden ofrecer tanto a las instituciones como a la sociedad misma, y en últimas, lo que es más importante, a evitar su discriminación.
Esas solas pruebas (inspección judicial y testimonial), como quedó claro, son contundentes para demostrar objetivamente la vulneración del perjuicio, sin que sea necesario, como lo pide con insistencia la recurrente, pronunciamiento alguno sobre la falta del actor para acudir al interrogatorio, dado que, a pesar de que se trata de una prueba que para nada incide en las resultas del proceso, al no practicarse, no es pasible de apreciación (art. 187 del C. de P. Civil). 
Y mucho menos podemos hablar de falta de motivación en la sentencia, pues bien lo ha dicho la Corte Constitucional “…sólo en aquellos casos en que la argumentación es decididamente defectuosa, abiertamente insuficiente o, en últimas, inexistente, puede el juez de tutela intervenir en la decisión judicial para revocar el fallo infundado.”
, situación que en el presente asunto no ocurre, puesto que la argumentación estuvo ajustada a la ley que rige el problema constitucional, la cual se mira de manera objetiva y, precisamente, desde allí fue que el juez, con base en las pruebas recaudadas, encontró que la entidad de salud estaba vulnerando los derechos colectivos a los discapacitados, sin que sea pertinente entrar en disquisiciones subjetivas como lo quiere la entidad recurrente. Además, las respuestas dadas por los Ministerios de Salud y TIC a la consulta de CAFESALUD sobre el tema, son precisamente conceptos particulares de esas entidades que para nada atan al juez en su decisión, sin pasar por alto que en ellos dan una descripción general del asunto, desde el punto de vista de cada institución.
Entonces,  no es que se requiera identificar la población afectada ni mucho menos comprobar el daño o que se causó un perjuicio para decir que se están vulnerando los derechos colectivos aquí invocados a los discapacitados, como lo discute la recurrente. En estos casos se debe analizar de manera objetiva si las condiciones en que la accionada presta el servicio a las personas con limitaciones visuales y auditivas se realizan en iguales circunstancias que a los demás usuarios. Ese es el sentido en que se estudia la vulneración, desde el punto de vista objetivo, y como quedó plenamente demostrado que no existen empleados o funcionarios con la idoneidad legal para atender a esta clase de personas, ni avisos para su orientación, la vulneración de los derechos colectivos está más que acreditada. 

Además, es preciso dejar claro que de una interpretación lógica y razonada de los apartes transcritos de la Ley 982 de 2005, se concluye que en verdad dicha norma estableció claramente la obligación perentoria, no sólo para las entidades estatales de cualquier orden, sino también para las empresas prestadoras de servicios públicos, las instituciones prestadoras de salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y, en general, las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, a fin de garantizar a las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, el acceso a todos los servicios que como ciudadanos les confiere la Constitución, en primer lugar, a la incorporación paulatina de programas de atención al cliente con plena identificación del lugar o lugares en los que pueden ser atendidas las personas con esta clase de discapacidad y del servicio de intérprete y guía intérprete; y en segundo lugar, la adopción de señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para el reconocimiento por dicha población en las instituciones prestadoras de salud.
Así mismo, la citada disposición trajo la forma como se implementarían tales medidas, de tal suerte que dispuso que en cuanto al servicio de interprete y guía de intérprete se haría en forma gradual o paulatinamente, de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio (artículo 8 ib.), y en cuanto a la señalización, avisos, información visual y sistemas de alarma luminosas aptos para su reconocimiento por las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas no fijó término alguno, por tanto, se entiende que su cumplimiento es exigible transcurridos sesenta días posteriores a su promulgación (artículo 47
 ib.), de lo cual se concluye que su contenido normativo es directamente ejecutable, pues no se supedito a reglamentación alguna, como equivocadamente lo quiere hacer ver la entidad recurrente.

Al respecto es preciso tener presente los argumentos que en precedente horizontal se fijaron en un caso similar al aquí debatido, y en el que se dejó claro que:

“Se sustentaron también las excepciones propuestas en la circunstancia de que las medidas ordenadas por la ley 982 de 2005 no son exigibles, porque se estableció que se incorporarían de manera paulatina y no se ha expedido ninguna reglamentación que determine en forma clara y completa cómo se han de llevar a cabo. 

Esa ley, sin embargo, no supeditó su observancia a la expedición de norma reglamentaria alguna; por ende, es directamente ejecutable. Y es que de otra forma no puede interpretarse el contenido de la disposición en cita, porque la Carta Política de 1991, como ya se ha indicado, prevé una especial protección para todos aquellos grupos marginados de la sociedad y por ende, considerar que debe esperarse la expedición de un decreto reglamentario para terminar con la discriminación, no consulta los principios que la Constitución busca proteger. Otorgar el alcance pretendido por el excepcionante sería tanto como permitir la prolongación indefinida de una situación desventajosa para un grupo vulnerable de la sociedad.  

Pero es que además, esa ley fue expedida el 2 de agosto de 2005; se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en que se instauró la acción, el 21 de abril del año 2014
, habían transcurrido ocho años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.”
 

Finalmente, la defensa de la entidad demandada en el sentido de que CAFESALUD no es la propietaria del inmueble y por lo mismo no puede hacer adecuaciones al local, tal como acertadamente se resolvió en la sentencia que se revisa, no es de recibo, puesto que lo que aquí se pide, que no es otra cosa que personal intérprete, guías intérpretes, señales luminosas y sonoras o avisos para atender a las personas con discapacidad auditiva o visual, en nada afecta o modifica el espacio físico del bien, simplemente se trata de servicios para que la atención a las personas con discapacidad auditiva y visual sea eficiente en igualdad de condiciones a los demás afiliados.
En ese orden de ideas, sin que sea necesario agregar nada al análisis efectuado por el despacho respecto de la especial protección que merece la población con estos problemas de discapacidad, al que por su concreción y claridad se allana esta Colegiatura, se confirmará la decisión que se revisa, con condena en costas a cargo de la parte recurrente y en favor del actor las cuales se liquidarán en primera instancia, en la forma prevista por el artículo 366 del Código General del Proceso. 
 



Por supuesto que esto último implica que no se fijen agencias en derecho. Quizás convenga explicar por qué debe ser así. La razón estriba en que cuando el artículo 624 del C.G.P., que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, señaló que las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deban empezar a regir, recordó aquella regla general de vigencia inmediata y futura de la norma procesal. Y a partir de allí previó, de manera concreta, para evitar las discusiones doctrinarias que se tejían sobre el particular, en qué casos se aplicaría la norma de manera ultractiva, esto es, la ley anterior a determinados asuntos, a pesar de haber sido derogada. Entre ellos, incluyó los recursos interpuestos que, en consecuencia se regirán por las leyes vigentes para cuanto se interpusieron. 

No se discute, entonces, que un recurso que se interpuso antes del 1° de enero de 2016, cuando cobró vigencia la totalidad del Código General del Proceso, tenía que supeditarse a la ley anterior, porque la fecha determinante para ello, se dijo, es aquella en que se propuso. Sin embargo, como en muchos otros aspectos el legislador se quedó un poco corto, si es que de cerrar cualquier discusión del extremo final de la aplicación de la norma anterior se tratara. Lo que se quiere con la ultractividad, es que una determinada actuación, entendida como una fracción específica del proceso, no se vea sometida a dos regímenes normativos diferentes; lo que el legislador busca es que ella termine su curso normal para que, ocurrido así, se pueda pasar a la nueva regulación procesal. Por algo, la Corte Suprema recordó, a propósito de la aplicación de algunas reglas de la Ley 1395 de 2010, que se “…tiene por averiguado que “la actuación a que alude la norma (artículo 40 de la Ley 153 de 1887, antes de su modificación) no puede ser sino aquella parte o fracción que dentro de un proceso tiene identidad propia, que es fácilmente identificable en su comienzo como en su fin, de modo tal que superada ella, es reemplazada por otra que, ostentando igualmente las características mencionadas, la hacen inconfundible con la anterior…” (auto de 17 de mayo de 1991).” (Sentencia de 4 de octubre de 2010, Exp. No. T-11001-02-03-000-2010-01627-00, M.P. Edgardo Villamil Portilla).

De manera que un recurso interpuesto bajo la égida de la norma anterior, se someterá a esa regulación hasta el momento en que se resuelva, esto es, hasta cuando el funcionario respectivo dicte o profiera la decisión que corresponda; con ello cumple su ciclo, pues a partir de ese justo momento, tiene plena operancia la regla de la vigencia inmediata y futura de la nueva ley, para todos los efectos que de la decisión se desprendan. Esto significa, que la notificación de esa providencia ya no se surte con el régimen anterior, sino con el nuevo, y lo que de ahí en adelante ocurra, se someterá al imperio de la ley actual. 

Ahora bien, como la liquidación de costas es una fracción del proceso con identidad propia, es decir, que es una actuación independiente de los recursos, todo lo que a ella corresponda, incluida la fijación de agencias en derecho, se rige por las nuevas disposiciones. No es viable ahora señalar agencias en derecho en la misma providencia, pues en ese sentido varió la norma que así lo preveía que era el artículo 19 de la Ley 1395 de 2010, que modificó el numeral 2° del artículo 392 del C. de P. Civil. Bastaría un recorrido por los antecedentes de la Ley 1564 de 2012, para ver cómo, hasta el segundo debate se mantenía esa regla; pero luego, expresamente se suprimió para el nuevo Código aquella parte que ordenaba la fijación en el mismo proveído. 
Y es que, incluir agencias en derecho en la providencia que en vigencia de la nueva ley resuelva un recurso, implicaría para el juez de circuito o el magistrado respectivo, haber iniciado una actuación diferente, que es la de la liquidación de costas, que, no cabe duda, comienza con esa tasación. Y si la inicia, debe terminarla, y hacerlo así desconocería que, como cuestión autónoma, tal liquidación sufrió una variación radical en el proceso, al punto de que se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia, lo cual sugiere que en ella no tendrá injerencia el juez de segundo grado, a menos que sea por vía de apelación.  Se alude al recurso de apelación, porque se recordará que antes del año 2010, el auto que aprobaba la liquidación de costas era susceptible de alzada; pero dejó de serlo con la Ley 1395 de 2010. 
Ahora, con el Código General, se recupera esa alternativa procesal, que, de seguir la misma teoría de la aplicación de la ley anterior a todo el trámite posterior a la decisión misma del recurso, se le cercenaría al afectado. 

    



DECISIÓN 

    



En armonía con lo expuesto, la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 13 de agosto de 2015, proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en esta acción popular que Javier Elías Arias Idárraga promovió contra la EPS CAFESALUD, sucursal de ese municipio. 





Costas en esta instancia a cargo de la EPS CAFESALUD y a favor del demandante. Liquídense en primera instancia en la forma prevista por el artículo 366 del Código General del Proceso.




Notifíquese.





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


  DUBERNEY GRISALES HERRERA

Con aclaración de voto  



  Con salvamento de voto
Pereira, Marzo 30 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE  VOTO

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.
         : 66045-31-89-001-2015-00073-01

Proceso          

: acción popular

Demandante  
         : Javier Elías Arias Idárraga 

Demandado               : EPS Cafesalud Sucursal Apía

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 28 de marzo, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a la demandada.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Para terminar, es necesario precisar que aunque en la antefirma de la sentencia se indicó que aclararía el voto, lo que hago es salvarlo parcialmente.
Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
� Ver folio 29, C. 1


� Fls. 65 a 68, C. 1


� Fls. 87 a 100 dte. Fls. 77 a 85 ddo. C. 1


� Fls. 12 a 24, C. 2


� Fls. 17 a 29 C. 2


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Unitaria Civil Familia, auto de marzo 15 de 2016, radicado 66400-31-89-001-2015-00100-01, M.S. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 22 de septiembre de 2007. Exp. 52001-23-31-000-2004-00092-01(AP). M.P. Ruth Stella Correa Palacio.   Ver también sentencia Consejo de Estado Sección Tercera del 21 de noviembre de 2002. Exp: AP-1815.


� Artículo 14 de la Ley 472 de 1998. “Personas Contra Quienes se Dirige la Acción. La Acción Popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo. En caso de existir la vulneración o amenaza y se desconozcan los responsables, corresponderá al juez determinarlos.”


� "Integración al aula regular con ayudas auditivas". Es una alternativa educativa para estudiantes con algún grado de limitación auditiva que ingresan a una institución regular. Los estudiantes usan el castellano o español oral con ayudas auditivas. Se integran con oyentes, en la básica primaria, secundaria y media, contando con las ayudas auditivas y las condiciones para su participación y desarrollo.


� "Comunicación". Es todo acto por el cual una persona da o recibe de otra información acerca de las necesidades personales, deseos, percepciones, conocimiento o estados afectivos. Es la base y requisito obligatorio de toda agrupación humana ya que hace posible la constitución, organización y preservación de la colectividad. Es un proceso social, para que la comunicación se produzca es necesario que exista entre los interlocutores motivación para transmitir y recibir. Es preciso que haya intervenido explícita o implícita, un acuerdo entre los interlocutores respecto de la utilización de un código que permita la organización de los mensajes transmitidos tomando un medio o canal de comunicación determinado.


� "Intérprete para sordos". Personas con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa. También son intérpretes para sordos aquellas personas que realicen la interpretación simultánea del castellano hablado a otras formas de comunicación de la población sorda, distintas a la Lengua de Señas, y viceversa.


� "Guía intérprete". Persona que realiza una labor de transmisión de información visual adaptada, auditiva o táctil, descripción visual del ambiente en donde se encuentre y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento de los sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas.


� Fl. 74, C. 1 


� Fl. 74 fte. y vto., C. 1


� H. Corte Constitucional. Sentencia T-064 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 





� “Artículo 47. La presente ley regirá sesenta (60) días posteriores a su promulgación y derogará todas las disposiciones que le sean contrarias.”


� Folio 1, cuaderno número 1. 


� H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira. Sala Civil Familia. M.P. Dra. Claudia María Arcila Ríos. Exp. 66001-31-03-004-2014-00162-01. Sentencia del 7 de diciembre de 2015.





� Ver por ejemplo autos AC001-2016, del 12 de enero de 2016, MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, radicación No. 08001-31-03-013-2013-00317-01 y ACO66-2016, del 15 de enero de 2016, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, radicación No. 110 01-31-03-004-2013-00052-01 ���





